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                                                                                               LUIS FERNANDO BORJA  ARISTIZABAL

                                                                                        HOMICIDIO AGRAVADO Y OTROS. 


JUZGADO UNICO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE SINCELEJO, SUCRE

Sincelejo, (Sucre), veintiséis (26) de abril de dos mil doce (2012).-

V I S T O S:

Procede el despacho a dictar sentencia de primera instancia, una vez efectuada la verificación de que el allanamiento a los cargos que hiciera el teniente coronel retirado LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, como coautor responsable de los punibles de HOMICIDIO AGRAVADO EN CONCURSO HETEROGENEO Y SUCESIVO CON LOS DELITOS DE CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO Y PECULADO POR APROPIACION, los hizo en forma libre, consciente y voluntaria, e igualmente, dado que se realizó la respectiva audiencia de individualización de pena y sentencia.
HECHOS JURIDICAMENTE RELEVANTES
Se narra en la audiencia de formulación de imputación por parte del Fiscal 53 Especializado de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, que el día 8 de enero de 2008 en la finca “La Juliana” ubicada en el sector Los Moralitos- Charcos de Niza del municipio de Corozal, departamento de Sucre, personal orgánico del batallón Junín del Ejercito Nacional adscrito a la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre, dieron muerte en supuesto combate a quien en vida respondía al nombre de RODRIGO ANTONIO AVILEZ SALGADO apodado “El Pescao”, originario del municipio de Sahagún (Córdoba), lo que se señalaba se había producido en cumplimiento de la Orden de Operaciones “Escorpión”, Misión Táctica Estruendo 2 que hace parte de la orden “Cazador I”, cuyo objeto era el de corroborar la presencia de delincuencial en esa zona del departamento de Sucre.  
Labores de investigación efectuadas por el ente de persecución penal logran esclarecer estos hechos, encontrando que lo que en realidad había acontecido, era que dicho individuo había sido asesinado por estos miembros del ejercito, haciendo aparecer que esto se dio como respuesta a una agresión de éste sujeto, a quien le colocaron al lado de donde yacía su cuerpo, dos (2) armas de fuego y munición, revelando el peritazgo que éstas presentaban condiciones no aptas para este tipo de enfrentamiento y, además, los proyectiles encontrados en el cuerpo del occiso, no coincidían con la trayectoria de los disparos que hicieron estos servidores públicos para la explicación de su reacción.

Concluyéndose en la investigación penal que el occiso había sido contactado en el municipio de Sahagún (Córdoba) por un particular, quien mediante engaño le ofrece trabajar como cuidandero en una finca del municipio de Corozal (Sucre), por cuya labor recibiría la suma de $ 650.000,oo mensuales, así como armas para el cuidado de la misma, siendo transportado a dicho municipio por el soldado profesional Iván Darío Contreras Pérez y, a su vez, es llevado al lugar de los hechos y se lo entrega al sargento Mancilla Mancilla, quien da la orden de disparar simulando un combate y es así como es ultimado. Siendo este el modus operandi utilizado igualmente para la comisión de otros homicidios a ciudadanos oriundos de diferentes municipios de los departamentos de Sucre y Córdoba, cuyo propósito era el de demostrar resultados operativos, para de esta forma obtener reconocimientos y prebendas de la institución castrense, actuar que se conoce como “falsos positivos”, lo que se traduce en una empresa criminal, dirigido por la máxima jerarquía de dicho escuadrón de uniformados, teniente coronel LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, quien en este y otros hechos delictivos, fungía como comandante del Bloque de Tarea Conjunta de Sucre, siendo quien dispuso del pago de la suma de un millón quinientos mil pesos ($ 1.500.000,oo) a un aparente informante que señaló al occiso como actor de unos hechos extorsivos en esta zona del departamento de Sucre, dineros que se establece fueron apropiados por dicho comandante.
INDIVIDUALIZACIÓN DEL SENTENCIADO

LUIS FERNADO BORJA ARISTIZABAL, identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.546.176 expedida en Armenia – Quindío; nacido el día 3 de Febrero de 1965 en el Municipio de Cartago Valle del Cauca, hijo de OMAR BORJA y NOHELIA ARISTIZABAL, estado civil divorciado, Padre de 2 adolescentes (NICOLAS BORJA de 20 años de edad y MARIA FERNANDA BORJA de 15 años), residente actualmente en la carrera 2 Nº. 9-130 del Municipio de Facatativá (Cundinamarca), con grado de instrucción bachiller, se encuentra cursando 6 semestre de Administración de Empresas en la Universidad Militar Nueva Granada, prestó sus servicios al Ejercito Nacional, en el grado de Teniente Coronel, dejo de pertenecer al Ejercito el 22 de Diciembre de 2008, a la fecha se encuentra en calidad de detenido en el Centro Penitenciario y Carcelario de la Policía Militar No. 13 Cantón Occidental Puente Aranda de Bogotá D.C.
MEDIOS COGNOSITIVOS

De conformidad con lo que establecen los artículos 7º y 381 de la ley 906/04, para proferir sentencia condenatoria, se requiere por una parte estar acredita la ocurrencia de los hechos y por otra, el convencimiento de la responsabilidad penal del acusado más allá de toda duda razonable. 

En cuanto a los medios de conocimiento sobre los cuales debe erigirse el juicio de reproche, en contra del sentenciado, la Fiscalía General de la Nación aportó los siguientes: 

· Interrogatorios de indiciados efectuados a los miembros de la patrulla militar del batallón Junín adscrita a la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre, en la que reconocen que el señor Rodrigo Antonio Avilez Salgado, no fue muerto en combate como se hizo creer, sino que fue asesinado en estado de indefensión e inferioridad, con el objeto de presentarlo como un logro en operación militar, para obtener reconocimiento y prebendas de la institución castrense a la que pertenecían.
· Interrogatorio de indiciado efectuado al soldado profesional IVAN DARIO CONTRERAS PEREZ, quien fue el que transportó al señor Rodrigo Antonio Avilez Salgado del municipio de Sahagún (Córdoba) al municipio de Corozal (Sucre), el cual le fue entregado por un particular, encargándose de ponerlo a disposición de la patrulla que lo asesinó.
· Interrogatorio de indiciado efectuado a DANIEL GUERRA RUIZ, quien fue el particular que contacto al señor Rodrigo Antonio Avilez Salgado, para ofrecerle trabajo en una finca en el municipio de Corozal, y fue el encargado de entregárselo al reclutador militar. 
· Experticio técnico balístico, que arroja que las armas encontradas al lado del cuerpo del occiso Rodrigo Antonio Avilez Salgado, no eran aptas para un combate, dada su estado de conservación, ya que presentaban obsolescencia.
· Protocolo de necropsia realizado al occiso Rodrigo Antonio Avilez Salgado, que determina que los proyectiles encontrados en dicho cuerpo, presentan inconsistencia en la trayectoria del ángulo de los disparos con la versión de que se trató de un combate.
· Interrogatorio de indiciado que rinde el teniente coronel retirado LUIS FERNADO BORJA ARISTIZABAL, en la cual acepta su responsabilidad de estos hechos como comandante de la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre, pero niega que haya dado la orden para que se efectuara el asesinato de Rodrigo Antonio Avilez Salgado, incriminando de esta situación al mayor Orlando Arturo Céspedes Escalona y al sargento Mancilla. 
TIPICIDAD DE LAS CONDUCTAS PUNIBLES IMPUTADAS Y ACEPTADAS Y RESPONSABILIDAD DEL ACUSADO EN LAS MISMAS.
Consagra el artículo 381 de la Ley 906/2004, que para proferir sentencia condenatoria se requiere el conocimiento más allá de toda duda acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusado con fundamento en las pruebas debatidas en el juicio. Además, se precisa que la sentencia de condena, no podrá fundarse exclusivamente en prueba de referencia. Según el artículo 382, son medios de conocimiento: la prueba testimonial, la pericial, la documental, la inspección, los elementos materiales probatorios, la evidencia física, la información legalmente obtenida, o cualquier otro medio técnico o científico que no viole el ordenamiento jurídico preestablecido.

Entre tanto, el artículo 380 de dicha norma adjetiva establece los criterios de valoración probatoria, enseñando que los medios de prueba, los elementos materiales probatorios y la evidencia física se apreciaran en conjunto, cuyo fin es llevar al conocimiento del Juez más allá de toda duda razonable, los hechos y circunstancias materia de juicio, y los de la responsabilidad penal del acusado como autor o participe.
En el presente caso, en la audiencia preliminar de formulación de imputación efectuada en contra del teniente coronel retirado LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABA, se le endilgó el cargo de ser coautor del punible de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO (inc. 2 del artículo 340 del C.P., modificado por el artículo 19 de la Ley 1121/06) con la circunstancia de agravación punitiva consagrada en el artículo 342 del C.P., dado que la conducta anterior se cometió por un miembro activo de la fuerza pública, el cual fue aceptado por el imputado.

No obstante lo anterior, vemos que este despacho judicial mediante sentencia de fecha  23 de junio de 2011, la cual cobró grado de ejecutoria el pasado siete (7) de Julio de 2011, condenó a éste sujeto en calidad de autor de este mismo delito, proceso radicado bajo el número 2011-00004-00, lo que podría estar vulnerando el principio de non bis in ídem. 
La dogmática penal ha señalado que una de las garantías básicas que forman parte del debido proceso es la cosa juzgada (reí judicata), en virtud de la cual las sentencias judiciales que ponen fin a una controversia adquieren firmeza una vez ejecutoriadas, esto es, se tornan inmutables vinculantes y definitivas, cumpliendo de esta forma  una función pacificadora en beneficio de la seguridad jurídica, pues el asunto resuelto, en principio, no puede ser objeto de una nueva decisión, para que prevalezca el imperio de la justicia y la verdad material, como fines del Estado.

A este respecto, la Sala de Casación Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia, señaló lo siguiente:

“(…..) En materia penal existe pues, un vínculo muy estrecho entre los principios de la cosa juzgada y del non bis in ídem, a tal punto que la jurisprudencia ha llegado a afirmar que este último constituye la aplicación del principio más general de la cosa juzgada al ius puniendi.  Ciertamente, la Corte ha reconocido esa estrecha relación al considerar que “la prohibición que se deriva del principio de la cosa juzgada, según la cual los jueces no pueden tramitar y decidir procesos judiciales con objeto y causa idénticos a los de juicios de la misma índole previamente finiquitados por otro funcionario judicial, equivale, en materia sancionatoria, a la prohibición de "someter dos veces a juicio penal a una persona por un mismo hecho, independientemente de si fue condenada o absuelta",  que se erige en el impedimento fundamental que a jueces y funcionarios con capacidad punitiva impone el principio de non bis in ídem.(…) Esta prohibición del doble enjuiciamiento, o principio del “non bis in ídem” o también llamado “ne bis in ídem”, busca evitar que las personas estén sujetas a investigaciones permanentes por un mismo acto”.
Atendiendo lo anterior, debemos decir que en el asunto sub-examine se evidencia que el concierto para delinquir en el que participaron integrantes del comando de Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre y del que formó parte el encartado teniente coronel retirado LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, tenía como fin cometer delitos de homicidio, lo que se hacía bajo un mismo modus operandi, consistente en reclutar mediante engaño a personas residentes en diferentes municipios de los departamentos de Sucre y Córdoba, a quienes les ofrecían darles trabajo en fincas con una buena remuneración, y posteriormente las hacían aparecer como dadas de baja en combate como miembros de organizaciones criminales, y de esta manera, obtener reconocimiento y prebendas de sus superiores y de la institución militar a la que pertenecían, lo que aconteció con la víctima de este delito Rodrigo Antonio Avilez Salgado apodado “El pescao”; luego la doble sanción negativa, de la misma naturaleza, corresponde a las consecuencias del mismo comportamiento del encartado y a un doble enjuiciamiento por la misma conducta y mal haría este despacho entrar a proferir sentencia condenatoria frente a la comisión de la conducta de CONCIERTO PARA DELIQUIR AGRVADO, pues se estaría atentando contra las garantías procesales del sindicado, dado que dicho reato fue penado por este juzgado en la sentencia mencionada, razón por la cual se absolverá de dicha conducta delictiva.
De esta manera, a pesar de la absolución por el cargo del delito de concierto para delinquir agravado que es objeto el sentenciado, se considera prorrogada la competencia de este despacho judicial, con fundamento en el artículo 55 de la Ley 906/04, como quiera que no se trata de un aforado y la competencias del juzgamiento de los otros cargos aceptados no corresponde a funcionario de superior jerarquía. 
Las conductas punibles imputadas a éste sujeto como son Homicidio Agravado y Peculado por Apropiación, en su aspecto típico quedaron evidenciadas más allá de toda duda, con los medios cognoscitivos obrantes dentro de la actuación, siendo estos:

A. Homicidio Agravado (artículo 104 numeral 4 y 7 del C.P.):

La ocurrencia del homicidio de quien en vida respondía al nombre de Rodrigo Antonio Avilez Salgado apodado “El pescao” (q.e.p.d), se demostró con la diligencia de inspección a cadáver, a través de la cual se pudo determinar que su muerte fue ocasionada con arma de fuego, cuyo cadáver fue hallado el día 8 de enero de 2008 al frente de la finca La Juliana ubicada en el sector Los Moralitos- Charcos de Niza del municipio de Corozal, departamento de Sucre. 

También se cuenta con el informe pericial de necropsia, a través de éste medio de prueba documental se demostró que el deceso de éste sujeto, fue consecuencia natural y directa de CHOQUE TRAUMATICO, debido a HERIDAS MULTISISTEMATICAS, producidas con PROYECTIL DE ARMA DE FUEGO. 
Informe de campo FPJ-11 suscrito por funcionario de policía judicial, ilustrado con distintas imágenes fotográficas sobre el estado que presentó  AVILEZ SALGADO, como medio de prueba de documentación fotográfica del cadáver de éste, realizada en Medicina Legal de la ciudad de Sincelejo, Sucre.
Igualmente se cuenta con los interrogatorios de indiciados obtenidos por la Fiscalía 53 Especializada de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario a los miembros de la patrulla militar del batallón Junín adscrita a la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre que participaron en la operación “Escorpión”, Misión Táctica Estruendo 2 en la que se dio de baja simulando un combate a Rodrigo Antonio Avilez Salgado apodado “El pescao”: Sargento Segundo JOSE WILMER MANCILLA, Soldado profesional y los soldados profesionales ORLANDO YAÑEZ PEREZ, CARLOS DORIA MEZA, WILMER DIAZ ESPITIA, ALEXANDER ESPITIA PETRO, JULIO CAMARGO RODRIGUEZ, CLAUDIO MURILLO SUAREZ y CABER MESA CONTRERAS, quienes señalan que realizaron dicho crimen por orden dada por el comandante la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre,  teniente coronel retirado Luis Fernando Borja Aristizabal.
Así mismo, se cuenta con el interrogatorio de indiciado que rinde el teniente coronel retirado LUIS FERNADO BORJA  ARISTIZABAL de fecha 13 de enero de 2011, en la cual acepta su responsabilidad de estos hechos como comandante de la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre, pero niega que haya dado la orden para que se efectuara el asesinato de Rodrigo Antonio Avilez Salgado, incriminando de esta situación al mayor Orlando Arturo Céspedes Escalona. Ahora que hubo aceptación de este cargo por parte de este sujeto en la audiencia de formulación de imputación ante un juez de control de garantías, lo que se verificó hizo en forma libre, consciente y voluntaria. 

B. Peculado por apropiación (artículo 397del C.P.):
Obra en la actuación el iinterrogatorio de indiciado que rinde el teniente coronel retirado LUIS FERNADO BORJA ARISTIZABAL de fecha 13 de enero de 2011, en el que reconoce que hubo pagos ficticios a informantes, cuyos dineros eran utilizados para la realización de las operaciones ficticias, aceptando que dado que su condición de comandante de la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre, administraba esos recursos, que para el caso fue la suma de suma de un millón quinientos mil pesos ($ 1.500.000,oo), que según declaración de indiciado rendida por OVIDIO ALFONSO OLIVELLA ROMERO  de fecha 9 de febrero de 2011, le fue entregada dicha suma de dinero al señor ALBERTO AGUAS.

La anterior declaración dada bajo la gravedad del juramento, es ratificada por éste sujeto en la aceptación de los cargos que hace ante la Jueza Segunda Promiscua Municipal de Corozal (Sucre), lo que se verifica hace en forma libre consciente y voluntaria.

Los medios cognoscitivos atrás relacionados, en su orden colman las exigencias del artículo 381 del C.P.P., para evidenciar que la conducta efectuada por el teniente coronel retirado LUIS FERNADO BORJA ARISTIZABAL,  se adecua a los tipos penales que le fueron imputados de HOMICIDIO AGRAVADO  EN CONCURSO HETEROGENEO Y SUCESIVO CON EL DELITO PECULADO POR APROPIACION. Estas pruebas documentales avalan en términos precisos el allanamiento que hiciera teniente coronel retirado LUIS FERNADO BORJA ARISTIZABAL en la audiencia preliminar de formulación de imputación.

Ahora que, en lo que tiene que ver con la antijuridicidad de la conducta ejercida por el teniente coronel retirado LUIS FERNADO BORJA ARISTIZABAL, vemos que se encuentra demostrado que con esta se vulneró el bien jurídicamente tutelado de la vida e integridad personal de la víctima de este delito Rodrigo Antonio Avilez Salgado, ya que productos de estos hechos se cegó su vida, quien fue engañado con una promesa de un trabajo para posteriormente ser asesinado a mansalva por los miembros del batallón Junín adscritos a la Fuerza de Tarea Conjunta de Sucre, al mando del aquí condenado, quien dio la orden de Operaciones “Escorpión”, Misión Táctica Estruendo 2, para que simulara la baja de éste sujeto, para así demostrar eficacia operacional. 

Así mismo, se encuentra vulnerado el bien jurídicamente protegido de la administración pública, ya que el sentenciado se apropio de recursos públicos, lo que hizo simulando que había pagado a un sujeto una recompensa por suministrar información tendiente a lograr el éxito de la simulada operación militar en la que se dio de baja al señor Rodrigo Antonio Avilez Salgado, esquilmando con dicho actuar el erario público, puesto que no destinó el dinero público a lo que debe invertirse, destinándolos como el reconoce para la realización de operaciones simuladas para dar de baja a inocentes.
En lo que atañe a su responsabilidad penal, vemos que ésta queda patentada desde la primigenia audiencia de formulación de imputación, puesto que éste se allanó a los cargos anteriormente señalados, lo que hizo en forma libre, consciente y voluntaria, lo que fue igualmente corroborada con las pruebas que se adujeron en la dicha audiencia, las cuales fueron relacionadas en aparte anterior, pudiéndose llegar a la conclusión inequívoca de que el actuar del aquí sentenciado fue intencional, pues conocía la ilicitud de su conducta y quiso llevarla a cabo.
Se sintetiza, la actuación procesal en que ese allanamiento a los cargos que hiciera el procesado, tiene un caudal de medios cognoscitivos que la confirman en la veracidad de la responsabilidad penal que asume mediante esa modalidad de terminación abreviada del proceso, porque los mismos nos enseñan mas allá de toda duda y traen un conocimiento serio, sincero y veraz, existiendo el convencimiento de que en efecto el teniente coronel retirado LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, es responsable como determinador de los delitos de homicidio agravado en concurso heterogéneo y sucesivo con los delitos de concierto para delinquir agravado y peculado por apropiación, conductas que ejecutó de manera dolosa, y sin el auxilio de una de aquellas causales de ausencias de responsabilidad de las que vienen previstas en el Art. 32 del C.P.

PUNIBILIDAD

En diligencia de formulación de imputación, al declarado responsable en presencia de su defensor, y enterado del proferimiento en su contra de una sentencia condenatoria, y como contraprestación los derechos y beneficios a que por ley se hacía merecedor por haberse allanado a los cargos, manifestó que aceptaba su responsabilidad penal por los punibles de HOMICIDIO AGRAVADO EN CONCURSO HETEROGENEO Y SUCESIVO CON EL DELITO DE PECULADO POR APROPIACION, cuyas disposiciones sustantivas rezan lo siguiente:

“ART 103. HOMICIDIO. El que matare a otro, incurrirá en prisión de trece (13) a veinticinco (25) años”. 

“ART. 104. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACION. La pena será de veinticinco (25) a cuarenta (40) años de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se cometiere, por motivo abyecto o fútil (numeral 4) o colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación (numeral 7).

A las penas anteriores habrá que aumentarse la tercera parte en el mínimo y la mitad en el máximo, de conformidad con lo que consagra el artículo 14 de la Ley 890/04, quedando los quantum punitivos de 400 meses a 600 meses de prisión, o lo que es lo mismo, de 33 años y 4 meses a 50 años. 

ARTICULO 397. PECULADO POR APROPIACION. El servidor público que se apropie en provecho suyo o de un tercero de bienes del Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga parte o de bienes o fondos parafiscales, o de bienes de particulares cuya administración, tenencia o custodia se le haya confiado por razón o con ocasión de sus funciones, incurrirá en prisión…Si lo apropiado no supera un valor de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes la pena será de sesenta y cuatro (64) a ciento ochenta (180) meses e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término y multa equivalente al valor de lo apropiado.
En el presente caso, vemos que el valor apropiado fue la suma de un millón quinientos mil pesos ($ 1.500.000, oo), luego la pena sería de la indicada en inciso 3 de esta disposición, que va de sesenta cuatro (64) meses a ciento ochenta (180) meses de prisión.  
Para la tasación de la pena a imponer en este asunto, debemos remitirnos a lo dispuesto en los artículos 52, 54, 55, 58, 59, 60, 61, 62, 63 y 64 del C.P. 

De otra parte, dispone el artículo 31 del C.P., que en caso de Concurso de Conductas Punibles, el sentenciado quedará sometido a la que establezca la pena más grave según su naturaleza, aumentada hasta en otro tanto, sin que fuere superior a la suma aritmética de las que correspondan a las respectivas conductas punibles debidamente dosificadas cada una de ellas. 

De las dos (2) conductas punibles achacadas al sentenciado, el tipo penal que comporta la pena más grave es sin duda el delito de Homicidio Agravado, con una punibilidad que fluctúa entre un mínimo de cuatrocientos (400) meses a un máximo de seiscientos (600) meses de prisión.
Siendo el sistema de cuartos el siguiente:

Cuarto mínimo 400 meses a 450 meses

Cuartos medios 450 meses a 550 meses

Cuarto máximo 550 meses a 600 meses 
Habiéndose señalado que contra el acusado existe sentencia condenatoria en su contra, esto es, que no tiene circunstancias de atenuación punitiva a su favor, vemos que dicha circunstancia confluye con el hecho de que no tiene circunstancias genéricas de mayor punibilidad de las señaladas en el artículo 58 del C.P., debiéndonos ubicar en consecuencia en el primer cuarto de movilidad, que va de 400 meses a 450 meses, debiéndose atender la mayor o menor gravedad de la conducta, el daño real o potencial creado, la necesidad de la pena y la función que esta ha de cumplir, que el presente caso debemos señalar se trata de una conducta grave, toda vez, que se atentó contra la vida de un inocente a quien se hizo aparecer como dado de baja en un combate, además del hecho de que dicho crimen fuera cometido por miembros activos de la fuerza pública, situación que daría a que tomemos la cifra máxima de dicho cuarto, esto es, CUATROCIENTOS CINCUENTA (450) MESES DE PRISIÓN, guarismo al que habrá que sumarle la cifra de VEINTI UN (21) MESES y DIEZ (10) DÍAS en lo que respecta al delito de PECULADO POR APROPIACION. Para un total de CUATROCIENTOS SETENTA Y UN (471) MESES y DIEZ (10) DÍAS DE PRISIÓN. 

El despacho al realizar la operación de acumulación de penas conforme lo reglado por el Art. 31 del C.P., sin echar de menos que nuestro ordenamiento jurídico acogió el sistema de acumulación jurídica, que propende por un tratamiento punitivo más beneficioso para quien será condenado, lo que permite incrementar la pena a imponer por la conducta más grave hasta en otro tanto, a diferencia de la suma aritmética de las penas que por cada una de ellas le correspondería, tomando de las conducta punible de peculado por apropiación una proporción igual a la tercera parte de la pena mínima prevista para el cuarto mínimo de dicho delito, que es de sesenta y cuatro (64) meses de prisión, como quiera que el monto de lo apropiado no supera un valor de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Por su parte, el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, señala que la aceptación de los cargos determinados en la audiencia de formulación de la imputación, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena imponible. Pues bien, la alegación de culpabilidad que hiciera el sentenciado se dio durante la diligencia de formulación de imputación, debiéndose establecer en consecuencia que debemos movernos dentro de un mínimo y un máximo de dicha rebaja, debiéndose señalar que en le presente caso se determina dicha rebaja en un cuarenta porciento (40%) de la pena a imponer, en razón a que existe gran cantidad de elementos materiales probatorios y evidencia física que establecen la responsabilidad del sentenciado en estos hechos, no quedándole otro camino que allanarse a los cargos formulados. En ese orden de ideas, y con fundamento en la norma que viene dicha, el juzgado reducirá realizando la correspondiente operación aritmética la sanción determinada en precedencia en DOCIENTOS OCHENTA Y TRES (283) MESES y NUEVE (9) DÍAS DE PRISIÓN, o lo que es lo mismo, VEINTITRES (23) AÑOS, SIETE MESES (7) MESES Y NUEVE (9) DIAS DE PRISIÓN.
En síntesis, se sancionará a LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL a las penas principales de VEINTITRES (23) AÑOS, SIETE (7) MESES y NUEVE (9) DIAS DE PRISION, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena principal de prisión y multa equivalente al valor de lo apropiado, esto es, la suma de UN MILLON QUINIENTOS MIL PESOS, como coautor realizador del punible de HOMICIDIO AGRAVADO del cual resultó ultimado el señor RODRIGO ANTONIO AVILEZ SALGADO, en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de PECULADO POR APROPIACION, debiendo cumplir el sentenciado la sanción privativa de la libertad en el centro de reclusión que para el efecto determine el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC).  

DE LOS MECANISMOS SUSTITUTOS DE LA PENA

El subrogado penal de la condena de ejecución condicional, previsto por el artículo 63 del C.P, dispone que el juez podrá suspender la ejecución de la sentencia por un periodo de prueba de dos a cinco años a favor del condenado, siempre que la pena impuesta sea de arresto o que no supere los tres (3) años de prisión, y que por otra parte, los antecedentes, personalidad del procesado, así como la modalidad del hecho punible permitan al juzgador suponer que el sindicado no requiere tratamiento penitenciario. En el presente caso la ausencia del presupuesto objetivo impide concederlo, por lo que se negará al sentenciado tal beneficio.

PRISIÓN DOMICILIARIA.

Para la sustitución de la pena de prisión intramural por la domiciliaria, encuentra el Despacho que tampoco se satisface el requisito objetivo que contempla el artículo 38 del C.P, por cuanto la pena mínima prevista por la ley para el delito de homicidio agravado analizado rebasa la exigencia del límite de cinco años, circunstancia que torna innecesario entrar en el análisis del factor subjetivo. 

Reconocer al sentenciado como parte de la pena de prisión fijada, el tiempo que ha permanecido privado de la libertad en razón de este proceso.

Una vez ejecutoriada esta decisión, remítase la actuación al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, para lo de su cargo.

Esta providencia puede ser impugnada mediante el recurso ordinario de apelación previsto en el artículo 176 del C.P.P. 

En firme esta decisión, dese cumplimiento a los artículos 53 del C.P. y 166 del C.P.P. 

Por lo expuesto, este Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Sincelejo, Sucre, administrando JUSTICIA en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1. ABSOLVER al teniente coronel retirado LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, de condiciones civiles y personales consignadas en el expediente, por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, conforme a las razones expuestas en la parte motiva de este proveído.

2. DECLARAR al teniente coronel retirado LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, de condiciones civiles y personales referidas en esta determinación, penalmente responsable de los delitos de HOMICIDIO AGRAVADO, del cual resultó víctima el señor RODRIGO ANTONIO AVILEZ SALGADO, en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de PECULADO POR APROPIACION, del que resultó ofendido el Estado Colombiano, en calidad de autor, conforme a las motivaciones plasmadas en el cuerpo de esta providencia.
3. En consecuencia, CONDENAR al teniente coronel retirado LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, a las penas principales de VEINTITRES (23) AÑOS, SIETE MESES (7) MESES Y NUEVE (9) DIAS DE PRISIÓN, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena principal de prisión y multa equivalente al valor apropiado, esto es, la suma de UN MILLON QUINIENTOS MIL PESOS ($ 1.500.000,oo), debiendo cumplir el acusado la sanción privativa de la libertad en el centro de reclusión que para el efecto determine el Director del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC).  

4. DECLARAR que no son procedentes a favor del teniente coronel retirado LUIS FERNANDO BORJA ARISTIZABAL, la condena de ejecución condicional ni la prisión domiciliaria, acorde con lo advertido en las consideraciones de este fallo.  

5. Se tendrá como parte cumplida de la pena el tiempo que el condenado lleve privado de la libertad por cuenta de este proceso.

6. Una vez ejecutoriada esta decisión, remítase la actuación al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, para la vigilancia y cumplimiento de la pena al condenado.

7. Esta providencia puede ser impugnada mediante el recurso ordinario de apelación previsto en el artículo 176 del C.P.P. 

8. En firme esta decisión, dese cumplimiento a los artículos 53 del C.P. y 166 del C.P.P. 

Notifíquese en estrados, y en firme lo decidido, Cúmplase.
JUAN CARLOS CASTILLA CRUZ         EDUARDO MATHIEUS CRUZ
Juez                                                      Secretario
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